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… desde la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 se ha decantado por la jurisprudencia constitucional, respecto a la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, que ésta resulta viable en todos aquellos casos en los que la actuación de la autoridad judicial carezca de fundamento objetivo y sus decisiones sean el producto de una actitud arbitraria y caprichosa, que traiga como consecuencia la vulneración de derechos fundamentales de las personas. (…)
Sin embargo, debe precisarse que no toda irregularidad procesal genera una vía de hecho, más aún cuando quien se dice afectado, tiene la posibilidad de acudir a los mecanismos ordinarios establecidos para solicitar la protección de sus derechos; pues no puede olvidarse que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario…
En consecuencia la labor del Juez constitucional se limita, en estos casos, a determinar si la actuación de la autoridad efectivamente es producto de una actitud arbitraria y contraria al ordenamiento jurídico, sin que le sea dable inmiscuirse en el trámite del proceso judicial, tomando decisiones paralelas a las que cumple quien, en ejercicio de su función constitucional lo conduce… 

La Corte Constitucional, en sentencia T-054-15, ratificó los requisitos generales y específicos establecidos en la sentencia C-590 de 2005 para que proceda la acción de tutela contra sentencias judiciales…
En la sentencia, T-273-2017 la corte indicó que el defecto procedimental absoluto “surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley”.

El artículo 69 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, con la modificación que le introdujo el artículo 14 de la Ley 1149 de 2007, estableció el grado jurisdiccional de consulta para las sentencias de primera, “cuando fueren totalmente adversas a las pretensiones del trabajador, afiliado o beneficiario serán necesariamente consultadas con el respectivo Tribunal si no fueren apeladas”, entre otras.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CESAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, cinco de febrero de dos mil veinte
Acta N° 0           de cinco de febrero de 2020
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a decidir la acción de tutela iniciada por el señor DANIEL ARTEAGA RESTREPO contra del JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA dentro de la cual se ordenó la vinculación de los señores WILLINGTON GARCÍA MUÑOZ  y  LUIS EMILIO RIOS PINEDA.
ANTECEDENTES

Informa el señor Daniel Arteaga Restrepo que presentó demanda ordinaria laboral en contra de los señores Willington García Muñoz y Luis Emilio Ríos Pineda, la cual correspondió por reparto al Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira; que una vez se surtió el trámite pertinente se tomó decisión de fondo el día 30 de septiembre de 2019.

Refiere que la funcionaria que conoció del asunto, luego de analizadas las pruebas traídas al plenario declaró que el señor Willington García Muñoz es el titular del dominio, uso y disfrute del establecimiento de comercio denominado “Centro Artístico MacDonal´s”, al paso que precisó que entre él y el referido señor existió una serie de relaciones laborales que no fueron regidas por un contrato de trabajo, procediendo a negar la totalidad de las pretensiones de la demanda.  Respecto a Luis Emilio Ríos Pineda, señaló a éste como el administrador de dicho establecimiento de comercio.  Por último, declaró no probadas las excepciones propuestas por ambos demandados y absolvió de costas al demandante.

Informa que ante esta decisión reclamó a la funcionaria de primer grado que ordenara el grado jurisdiccional de consulta por haber resultado desfavorable a sus pretensiones, a lo cual el juzgado no accedió por considerar que algunas pretensiones se decidieron de manera positiva, lo cual es contrario a la realidad, pues ni se declaró la existencia de un contrato de trabajo ni se accedió a las pretensiones económicas.
Refiere que la decisión es contraria a derecho y afecta garantías  fundamentales tales como el debido proceso, la igualdad y el acceso a la administración de justicia, por lo tanto solicita su protección por este medio, en tanto se cumplen los presupuestos jurisprudenciales para ello.   Como consecuencia de dicho amparo pide que se ordene al Juzgado accionado disponer el grado jurisdicción de consulta y enviar el expediente a esta Corporación para que se tramitado y decidido lo correspondiente.
TRÁMITE IMPARTIDO

Admitida la acción, se ordenó la notificación al juzgado accionado, concediéndole el término de dos (2) días para que se pronunciara sobre los hechos y pretensiones en los que se fundamenta.  Igual término le fue concedido a los señores Willington García Muñoz y Luis Emilio Ríos Pineda, quienes integran la parte demandada dentro del proceso ordinario laboral cuya decisión se reprocha.

Oportunamente el señor Willington García Muñoz dio respuesta a la acción, admitiendo los hechos relacionados con el trámite adelantado dentro del proceso que adelantó en su contra el señor Daniel Arteaga Restrepo; no obstante, señaló que la sentencia que puso fin al trámite no le fue totalmente desfavorable, ya que determinó quién fungía como verdadero empleador, pero que por cuestiones probatorias no se logró establecer el tipo de contrato, ni los extremos del mismo.

Conforme con lo expuesto, solicitó negar la protección, toda vez que el juzgado accionado obró conforme a derecho, dando aplicación a lo previsto en el artículo 69 del C.P.T y S.S. 
El despacho requerido y el señor Ríos Pineda guardaron silencio dentro del trámite de la presente tutela.

CONSIDERACIONES 

PROBLEMAS JURÍDICOS
¿Reúne la presente acción constitucional los requisitos de procedibilidad establecidos jurisprudencialmente por la Corte Constitucional, para controvertir por este medio decisiones judiciales?

¿Incurrió el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira en una vía de hecho al no conceder el grado jurisdiccional de consulta?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. PROCEDENCIA DE LA TUTELA CONTRA DECISIONES JUDICIALES.
Para resolver el interrogante es necesario tener en cuenta que desde la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 se ha decantado por la jurisprudencia constitucional, respecto a la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, que ésta resulta viable en todos aquellos casos en los que la actuación de la autoridad judicial carezca de fundamento objetivo y sus decisiones sean el producto de una actitud arbitraria y caprichosa, que traiga como consecuencia la vulneración de derechos fundamentales de las personas.

La teoría de las inicialmente denominadas "vías de hecho", que abre el paso a la tutela contra providencias judiciales, las caracterizó como decisiones contrarias a la Constitución y a la Ley, que desconocen la obligación del Juez de pronunciarse de acuerdo con la naturaleza misma del proceso, siguiendo los lineamientos trazados en la ley y definiéndolo de conformidad con las pruebas oportuna y legalmente allegadas. Lo anterior por cuanto los servidores públicos y, específicamente, los funcionarios judiciales, no pueden interpretar y aplicar las normas en forma arbitraria, pues ello implicaría abandonar el ámbito de la legalidad y atentar contra los principios del Estado de Derecho. 

Sin embargo, debe precisarse que no toda irregularidad procesal genera una vía de hecho, más aún cuando quien se dice afectado, tiene la posibilidad de acudir a los mecanismos ordinarios establecidos para solicitar la protección de sus derechos; pues no puede olvidarse que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario, es decir, que sólo es procedente a falta de otros mecanismos de defensa judicial y no puede utilizarse para “provocar la iniciación de procesos alternativos o sustitutivos de los ordinarios o especiales, ni para modificar las reglas que fijan los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni para crear instancias adicionales a las existentes”

De otro lado, insistentemente, se ha dicho que la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, no autoriza al Juez constitucional para entrar a resolver sobre la cuestión litigiosa controvertida dentro del proceso, pues su labor se limita a analizar la conducta adoptada por el funcionario judicial, la cual se concreta a través de la providencia demandada.  Si la decisión no es producto de una actuación arbitraria o abusiva, sino el resultado de una confrontación objetiva y seria entre la normatividad aplicable y el caso concreto, dicha actuación no puede ser objeto de amparo constitucional a través del mecanismo de la acción de tutela.  

En consecuencia la labor del Juez constitucional se limita, en estos casos, a determinar si la actuación de la autoridad efectivamente es producto de una actitud arbitraria y contraria al ordenamiento jurídico, sin que le sea dable inmiscuirse en el trámite del proceso judicial, tomando decisiones paralelas a las que cumple quien, en ejercicio de su función constitucional lo conduce, pues no pueden desconocerse los conceptos y principios de autonomía, independencia de los jueces, acceso a la administración de Justicia, seguridad jurídica y vigencia del Estado Social de Derecho. 

La Corte Constitucional, en sentencia T-054-15, ratificó los requisitos generales y específicos establecidos en la sentencia C-590 de 2005 para que proceda la acción de tutela contra sentencias judiciales, siendo éstos:

“Los primeros se acreditan siempre (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios, antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) en caso de tratarse de una irregularidad procesal, que ésta tenga incidencia directa en la decisión que resulta vulneratoria de los derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y, que ésta haya sido alegada al interior del proceso judicial, en caso de haber sido posible; y, (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela.

3.4. Por su parte, los segundos, conocidos como requisitos específicos de procedibilidad, ampliamente elaboradas por la jurisprudencia constitucional, son: defecto orgánico, defecto sustantivo, defecto procedimental o fáctico; error inducido; decisión sin motivación; desconocimiento del precedente constitucional; y violación directa a la constitución”.

En la sentencia, T-273-2017 la corte indicó que el defecto procedimental absoluto “surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley”.
2. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas", lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.

3. DEL GRADO JURISDICCIONAL DE CONSULTA.
El artículo 69 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, con la modificación que le introdujo el artículo 14 de la Ley 1149 de 2007, estableció el grado jurisdiccional de consulta para las sentencias de primera, “cuando fueren totalmente adversas a las pretensiones del trabajador, afiliado o beneficiario serán necesariamente consultadas con el respectivo Tribunal si no fueren apeladas”, entre otras.

En sentencia STL7382-2015, reiterada en las providencias AL4848-2015  y  AL4936-2018 la Sala de Casación Laboral, frente al grado jurisdiccional de consulta señaló:
"De la norma trascrita emerge con claridad que además de los recursos de que puedan ser objeto las providencias judiciales, existe un grado jurisdiccional de consulta llamado a ser activado, obligatoriamente, cuando:

1. La sentencia de primera instancia fuere totalmente adversa a las pretensiones del trabajador, afiliado o beneficiario, si no fueren apeladas.

2. La decisión de primer grado fuere adversa a “la Nación, al Departamento o al Municipio o a aquellas entidades descentralizadas en las que la Nación sea garante”.

En ese orden, una conclusión surge diáfana: la norma en su primer inciso contienen unas reglas diferentes a las consagradas en el segundo, así:

3. Para la procedencia de la consulta conforme el primer inciso se requiere: (a) que la sentencia sea totalmente adversa al trabajador, beneficiario o afiliado y (b) que no sea apelada por éste. (…)”  Negrilla para resaltar.
4. CASO CONCRETO.

Para la solución de los problemas jurídicos planteados es deber de la Sala verificar la viabilidad del trámite de tutela, siendo esta procedente toda vez que la accionante: i) hizo la estimación de la afectación de sus derechos fundamentales, identificando plenamente los supuestos fácticos constitutivos de la violación que alega, relacionados con la negativa del Juzgado Tercero Laboral del Circuito de esta ciudad de negarse a disponer el grado jurisdiccional de consulta en desmedro de su derecho al debido proceso y acceso a la administración de justicia  ii) la providencia reprochada no fue proferida en el marco de una acción de tutela,  iii) ésta fue dictada el 30 de septiembre de 2019, con lo que se estima configurado el principio de inmediatez, pues la presente acción fue iniciada el 23 de enero de 2020, es decir en un término oportuno y razonable y finalmente, iii) solicitó al juzgado, oportunamente, que fuera ordenado el grado jurisdiccional, a lo que no accedió el Despacho.
Ahora bien, encontrando entonces acreditados los requisitos generales de procedibilidad, corresponde ahora analizar si se configuran también los presupuestos específicos establecidos por vía jurisprudencial.

Para ello es preciso indicar que la situación específica que reclama el accionante como constitutiva de una vía de hecho por parte del Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, es la negativa de este a ordenar el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida dentro del proceso ordinario laboral que inició en contra de los señores Willington García Muñoz y Luis Emilio Ríos Pineda.
Pues bien, de acuerdo con lo expuesto en el líbelo inicial y la decisión del juzgado accionado, se tiene que para el actor la sentencia que puso fin a la instancia fue totalmente adversa a sus pretensiones, mientras que para el despacho accionado algunas de ellas resultaron favorables.

Sea lo primero advertir que las partes en esta acción no tienen reparo en torno a la literalidad del artículo 69 del Código de Procesal del Trabajo y la Seguridad Social, respecto a que la condición para la procedencia de la consulta a favor del trabajador es que la sentencia le sea totalmente adversas a sus pretensiones.

En ese sentido se tiene entonces que el accionante reclamaba al juez laboral el reconocimiento de la existencia de un contrato de trabajo entre él y los señores Willington García Muñoz y Luis Emilio Ríos Pineda entre el 16 de diciembre de 2002 y el 4 de marzo de 2018, el cual terminó por causas imputables a los empleadores.

Como consecuencia de tal declaración, solicitaba el  pago de las indemnizaciones por despido injusto, por no consignación de las cesantías y moratoria, así como las prestaciones sociales y vacaciones a que tiene derecho y que no fueron pagadas en vigencia del contrato laboral.
Al momento de definir el asunto el despacho accionado, como primera medida,  buscó desentrañar quién era la persona llamada a responder en el eventual caso de que se evidenciara la existencia del contrato de trabajo, tarea de la cual se ocupó en consideración a que el señor Willington García Muñoz adujo ser el dueño del establecimiento de comercio en el que afirma el señor Arteaga Restrepo prestó sus servicios, pero afirmó que el mismo le fue arrendado al señor Luis Emilio Ríos Pineda.

Analizado el material probatorio aportado al plenario, la funcionaria que conoció el asunto pudo establecer que quien tenía la titularidad del dominio, uso y disfrute del establecimiento de comercio denominado “Centro Artístico Mac Donal´s” era el señor García Muñoz, por lo tanto era sobre él que podía recaer la calidad de empleador.

Definido lo anterior, procedió a analizar la existencia del contrato de trabajo reclamado por el actor, encontrando que si bien este prestó sus servicios en el establecimiento como Disc-jockey, ello fue de manera intermitente, pudiendo pasar varios días sin asistir al “Centro Artístico Mac Donal´s” e incluso podía realizar la labor encomendada a través de terceras personas –como por ejemplo su esposa-, quienes lo remplazaban en algunas oportunidades o, asistir a programar la música para que tuviera una duración de cuatro horas e inmediatamente retirarse a realizar diligencias de carácter personal.
También se dijo en la sentencia que no existió una sola relación laboral sino varias marcadas por las largas ausencias del actor en el referido establecimiento de comercio, que obedecían a su salida de país, la apertura de su propia discoteca y la prestación de sus servicios en otro lugar denominado el “Balcón Paisa”, pero con todo y ello estableció que de permitirse estudiar la existencia de un contrato de trabajo, este estudio solo sería del último lapso en que Arteaga Restrepo prestó los servicios como Disc-jokey en el “Centro Artístico Mac Donal´s”, mismo que en cualquier caso no fue posible delimitar en el tiempo.
Añadió además que aun cuando pudiera establecer los extremos de la litis, surgían dudas respecto a la existencia de un contrato de trabajo conforme lo indican los artículos 24 y 25 del CST, toda vez que con la prueba testimonial quedó claro que el actor podía no asistir al Centro Artístico, programar la música por espacio de cuatro horas, ausentarse y regresar más tarde o no volver e incluso podía dejar un persona ajena realizando su labor sin ningún reparo o reproche por parte del administrador, Luis Emilio Ríos Pineda.

Todo lo anterior la llevó a concluir que aunque se presentaron varias relaciones laborales entre las partes, estas no se rigieron por un contrato de trabajo.
Para entrar a definir lo que es el fondo del asunto recuérdese que respecto a la solicitud elevada por el demandante en el proceso laboral de ordenar el grado jurisdiccional de consulta, el juzgado la negó al considerar que si bien no se declaró la existencia del contrato de trabajo en los términos solicitados por el actor, ni se accedió a las pretensiones económicas de la demanda, lo cierto es que el hecho de que se haya determinado sobre quien recaía la responsabilidad respecto al funcionamiento del establecimiento de comercio “Centro Artístico Mac Donal´s” y que se haya reconocido la existencia de una serie de relaciones laborales no regidas por contratos de trabajo, constituyen declaraciones favorables al actor que impiden que se dé aplicación al artículo 69 del CPT y la SS que, para dar viabilidad a la consulta, exige que la totalidad de las pretensiones hayan sido desfavorables al demandante.
Lo primero que debe decir la Sala es que la determinación de quién es el sujeto pasivo de la demanda laboral iniciada por el señor Arteaga Restrepo, resulta ser una cuestión procesal previa al estudio de las pretensiones de la demanda, pues antes de fallar el asunto, no sólo se debe verificar la capacidad de ser parte en un proceso judicial, sino la legitimación con la que se actúa o se llama a juicio a una persona jurídica o natural, de allí que el hecho de que el juzgado haya descargado la condición de sujeto pasivo de la demanda laboral en el señor Willington García Muñoz no puede entenderse como la declaración de una pretensión favorable, porque es claro que quien cuestionó la calidad de obligado en el proceso fue precisamente éste último, alegando que tal responsabilidad recaía sobre el arrendador del establecimiento de comercio también demandado, Luis Emilio Rios Pineda.

Por otro lado, no puede dejar pasar de largo la Sala la incongruencia de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito Pereira, en tanto que declaró la existencia de varias relaciones laborales, pero al mismo tiempo determinó que no fueron regidas por un contrato de trabajo, declaración que viola el principio de contradicción que indica que una cosa no puede ser y no ser al mismo tiempo, pues si en efecto existió un vínculo de carácter laboral, en los términos del artículo 24 del CST necesariamente este debió ser regido por un contrato de trabajo.

Otra cosa muy diferente es que el juzgado haya establecido que, en efecto, la prestación personal del servicio del señor Arteaga a favor de Willington García Muñoz, constituyó una relación de trabajo bajo una modalidad diversa.

Con todo y lo desafortunada que resulta la construcción de la decisión reprochada, para la Sala es claro que ninguna de las pretensiones de la demanda fue fallada a favor del actor, pues no se declaró la existencia del contrato de trabajo que reclamaba, ni las condenas que de esta se pretendía derivar.

Y es que no se entiende cómo el juzgado niega el trámite de la consulta al actor, cuando en la providencia en la que toma dicha decisión reconoce que no se accedió a la declaratoria de existencia del contrato de trabajo, como tampoco a la liquidación de ninguna prestación o rubro de carácter laboral, es más, en el ordinal tercero de la providencia decide negar la totalidad de las pretensiones de la demanda incoada por el señor Arteaga Restrepo.

Todo lo anterior pone de manifiesto la vulneración del derecho al debido proceso, en el entendido que el juzgado negó el trámite de la consulta con el insostenible argumento de que accedió a algunas de las pretensiones de la demanda, cuando en realidad lo que hizo fue negarlas en su totalidad.
En consideración a lo expuesto, se tutelarán el derecho fundamental al debido proceso vulnerado por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira y, en consecuencia se dejará sin efectos la decisión proferida el treinta de septiembre de 2019 por ese despacho, por medio del cual negó el grado jurisdiccional de consulta y se ordenará a la titular de ese juzgado, doctora Sandra Inés Castro Zuluaga que, en el término de 48 horas siguientes a la comunicación de esta providencia, proceda a ordenar el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida dentro del proceso ordinario laboral promovido por Daniel Arteaga Restrepo en contra de Willington García Muñoz y José Emilio Rios Pineda y remita el expediente a esta Corporación para lo pertinente. 

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando Justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental al debido proceso del cual es titular el señor  DANIEL ARTEAGA RESTREPO.
SEGUNDO: DEJAR SIN EFECTOS el auto proferido el 30 de septiembre de 2019 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira. 
TERCERO: ORDENAR al Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira a través de su titular, doctora Sandra Inés Castro que, en el término de 48 horas siguientes a la notificación de esta providencia, en el término de 48 horas siguientes a la comunicación de esta providencia, proceda a ordenar el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida dentro del proceso ordinario laboral promovido por Daniel Arteaga Restrepo en contra de Willington García Muñoz y José Emilio Ríos Pineda y remita el expediente a esta Corporación para lo pertinente. 

CUARTO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las partes por el medio más expedito.

QUINTO: DISPONER la remisión de la presente actuación a la Corte Constitucional para lo de su competencia, en el evento de que esta providencia no sea apelada.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Magistrada
� T-001-97
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